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2.              Normas acusadas
LEY 599 DE 2000
(julio 24)
Por la cual se expide el Código Penal
ARTICULO 82. EXTINCION DE LA ACCION PENAL. Son causales de extinción de la acción penal: 
1. La muerte del procesado. 
2. El desistimiento. 
3. La amnistía propia. 
4. La prescripción. 
5. La oblación. 
6. El pago en los casos previstos en la ley. 
7. La indemnización integral en los casos previstos en la ley. 
8. La retractación en los casos previstos en la ley. 
9. Las demás que consagre la ley. 
 
LEY 600 DE 2000
(julio 24)
Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal
ARTICULO 38. EXTINCION. La acción penal se extingue por muerte, desistimiento, amnistía, prescripción, oblación, conciliación, indemnización integral y en los demás casos contemplados por la ley. 
 
LEY 906 DE 2004
(agosto 31)
Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal
ARTÍCULO 77. EXTINCIÓN. La acción penal se extingue por muerte del imputado o acusado, prescripción, aplicación del principio de oportunidad, amnistía, oblación, caducidad de la querella, desistimiento, y en los demás casos contemplados por la ley.
2. Decisión 
Primero.- Declarar EXEQUIBLES las expresiones demandadas contenidas en los artículos 82 de la Ley 599 de 2000, 38 de la Ley 600 de 2000 y 77 de la Ley 906 de 2004, en el entendido que el juez de conocimiento debe decidir oficiosamente o a petición de interesado, independientemente de que exista reserva judicial, poner a disposición u ordenar el traslado de todas las pruebas o elementos probatorios que se hayan recaudado hasta el momento en que se produzca la muerte, para que adelanten otros mecanismos judiciales o administrativos que permitan garantizar los derechos de las víctimas.
Segundo.- ENVIAR copia de la presente sentencia al Congreso de la República, a efectos que constituya un elemento de juicio al momento de regular el tema de los derechos de las víctimas.
 
3. Fundamentos de la decisión
La Corte comenzó por reafirmar, con fundamento en los artículos 2º, 150 y 229 de la Constitución Política, que el Congreso cuenta con un amplio margen de configuración normativa en lo atinente a la regulación de los diversos procesos judiciales. En efecto, corresponde al órgano de representación democrática fijar las formas propias de cada juicio, en relación con: (i) las autoridades competentes para conocer de cada asunto; (ii) los procedimientos; (iii) los derechos y deberes de cada una de las partes e intervinientes; (iv) los términos durante los cuales se deben surtir las diversas etapas procesales; (v) los recursos que proceden frente a las distintas providencias judiciales; (vi) los contenidos mínimos de las sentencias. Sin embargo, ese margen de configuración no es absoluto, por cuanto se encuentra doblemente limitado: de un lado, por los derechos de contenido sustancial de las partes e intervinientes en el proceso (vgr. los derechos a la verdad, la justicia y la reparación) y de otro, por las garantías procesales esenciales (vgr. juez natural, derecho de defensa, legalidad, publicidad, doble instancia, non bis in idem, etc.).
Además, en materia penal, el margen de configuración se encuentra limitado por disposiciones contenidas en la parte orgánica de la Constitución, atinentes a las competencias y facultades de la Fiscalía General de la Nación, los jueces de control de garantías, los jueces de conocimiento, las víctimas, el Ministerio Público, así como los preceptos concernientes a los diversos fueros de investigación y funcionamiento. Aunado a lo anterior, al momento de regular el proceso penal, el legislador debe ajustarse a las diversas disposiciones de los tratados de derechos humanos ratificados por Colombia, en especial, los artículos 7, 8, 9 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como los artículos 9, 10, 11, 14 y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. No obstante, precisó que los tratados internacionales sobre derechos humanos, así como no prevén un determinado sistema electoral, educativo, de salud, pensional o de prestación de servicios públicos, tampoco acogen un sistema procesal específico o un único modelo o paradigma del mismo; tan sólo establecen ciertas garantías mínimas que deben respetar los Estados al momento de diseñar legislativamente los diversos procesos penales. En ese orden, en materia de extinción de la acción penal, el legislador goza de un amplio margen de discrecionalidad al momento de establecer las causales, siempre y cuando dicha regulación respete los mencionados límites. 
De igual manera, en el análisis realizado por la Corte se tuvo en cuenta que en el marco del Estado Social de derecho los fines del proceso penal no se reducen a la investigación y sanción a los autores de un determinado delito. En los últimos años, merced a la evolución del derecho internacional de los derechos humanos, el respeto y la garantía de los derechos sustanciales de las víctimas se han erigido en fines igualmente valiosos del proceso penal. En tal sentido, la actividad investigativa y sancionatoria también debe apuntar a la consecución de otros fines, tales como la materialización de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. Así mismo, en escenarios de justicia transicional, los fines del proceso penal se encaminan a (i) permitir un tránsito sea pleno o al menos parcial, de una situación de anormalidad a una de tranquilidad; (ii) a que una determinada sociedad conozca quienes fueron los perpetradores y cómplices de las graves violaciones de derechos humanos y al derecho internacional humanitario; y (iii) a que las víctimas de tales crímenes obtengan justicia y reparación.
De otra parte, la jurisprudencia ha reconocido que evidentemente el adelantamiento de un proceso penal afecta el disfrute de los derechos fundamentales al buen nombre y la honra del individuo, por cuanto su conducta está siendo objeto de un severo cuestionamiento y que, por el contrario, la exoneración judicial de responsabilidad penal “restablece el concepto que se tiene de él, su fama, su reputación, su prestigio, la valía propia ante los demás, el reconocimiento social de su conducta irreprochable”. Cuando el procesado fallece antes de un antes de un eventual fallo adverso, sencillamente no podrá ser considerado por la comunidad como un delincuente, puesto que si bien es cierto que se produce en determinado grado detrimento o menoscabo de los derechos fundamentales al buen nombre y a la honra del procesado por el adelantamiento de un proceso penal, también lo es que se presumen la inocencia del acusado hasta que sea demostrada su responsabilidad penal. En todo caso, la eventualidad de un fallo absolutorio no elimina el hecho de que si una persona está siendo investigada penalmente y en especial si su caso se encuentra en una etapa procesal avanzada, es porque existen serios indicios penales en su contra, razón por la cual, es altamente probable su condena.
Visto lo anterior, la Corte realizó una ponderación entre los distintos principios y derechos fundamentales en juego y en especial, el debido proceso y defensa del procesado que fallece antes de proferirse un fallo y los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. Al respecto, concluyó que aunque la extinción de la acción penal por muerte del procesado, en manera alguna se extiende a la acción civil, existen ciertas dificultades prácticas que al momento de iniciarla o de emprender otra acción administrativa o judicial para obtener una reparación, debido a que carece de una sentencia penal en firme, en la cual se haga responsable al causante del daño ocasionado a las víctimas. Más aún, al margen de la reparación pecuniaria del daño, la garantía de los derechos de las víctimas a la verdad y a la justicia, esto es a una reparación integral, puede dificultarse cuando el proceso penal termina con la muerte del procesado. 
De ahí que la Corte haya considerado que si bien la causal de extinción penal por muerte establecida en las normas demandadas corresponde a un ejercicio legítimo de la potestad configurativa del legislador acorde con el ius puniendi en cabeza del Estado, la garantía de los derechos de las víctimas impone que las actuaciones adelantadas hasta el momento del fallecimiento del procesado sirvan de fundamento para emprender otras acciones encaminadas a lograr la reparación integral. Con tal propósito, declaró la exequibilidad de las expresiones demandadas contenidas en los artículos 82 de la Ley 599 de 2000, 38 de la Ley 600 de 2000 y 77 de la Ley 906 de 2004, a que independientemente de que existe reserva judicial, se entienda que el juez de conocimiento debe decidir oficiosamente o a petición de interesado, poner a disposición u ordenar el traslado de todas las pruebas o elementos probatorios que se hayan recaudado hasta el momento en que se produzca la muerte, para que adelanten otros mecanismos judiciales o administrativos que permitan garantizar los derechos de las víctimas.
4. Aclaraciones de voto
Los magistrados NILSON PINILLA PINILLA y LUIS ERNESTO VARGAS SILVA anunciaron la presentación de una aclaración de voto relativa a algunos de los fundamentos de la presente decisión. Por su parte, la magistrada MARÍA VICTORIA CALLE CORREA se reservó la posibilidad de presentar una eventual aclaración de voto. 
